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ASUNTO

Esta Sala Dual del Tribunal, desata el recurso de apelación interpuesto por el promotor de la acción de tutela, abogado Pedro Wilmar Moreno Valencia, contra el auto proferido por el Juzgado Tercero de ejecución de penas y medidas de seguridad de Pereira, que rechazó el libelo demandatario por ausencia en la legitimación por activa.

ANTECEDENTES

El togado Moreno Valencia, aduciendo la calidad de ‘agente oficioso’ del señor Álvaro Osorio Gómez, instaura acción de tutela contra el Instituto del Seguro Social, mediante la cual pretende que se le protejan los derechos fundamentales a la vida y de petición de aquél, al argumentar que en un proceso ordinario laboral en el cual lo apoderó, se le reconocieron unos emolumentos pensionales y que luego de ejecutoriada la sentencia presentó ante el I.S.S. los documentos para el cumplimiento de la misma, sin que a la fecha de formulación del amparo constitucional haya obtenido respuesta.

Afirma que la ausencia de poder para agenciar estos derechos, radica en los graves quebrantos de salud que padece Osorio Gómez, mas no soporta su dicho con prueba alguna.

El juzgado de primera instancia desestimó el argumento de la ausencia temporal del titular del derecho y en consecuencia dispuso el rechazo de la demanda, por falta de legitimación por activa.

Interpuestos los recursos de reposición y de apelación, mediante auto del 19 de julio pasado, el juzgado mantuvo su decisión al considerar que no se reunían los requisitos estipulados por la jurisprudencia constitucional para que proceda la representación y por contera concedió el recurso de apelación.

MOTIVACIÓN DE LA SALA

De conformidad con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Al abordar el tema debatido, esta Sala observa una seria inconsistencia en la denominada “agencia oficiosa” que se atribuye el promotor, ya que la jurisprudencia ha decantado lo normado por el inciso segundo del artículo décimo del decreto ley 2591 de 1991, en el siguiente sentido:

“Según el artículo 86 de la Constitución, la acción de tutela puede ser promovida por cualquier persona, ya sea por sí misma o por medio de un tercero quien actúe en su nombre, cuando sus derechos constitucionales fundamentales resulten vulnerados o amenazados.

“En este orden de ideas, la legitimación en la causa por activa en los procesos de acción de tutela se configura (i) del ejercicio directo, es decir, quien interpone la acción de tutela es a quien se le está vulnerando el derecho fundamental; (ii) por medio de representantes legales, como en el caso de los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas; (iii) por medio de apoderado judicial, caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo; (iv) por intermedio del procurador o personero; y (v) por medio de agente oficioso. En la presente sentencia se hará referencia al último de los elementos enunciados.

3. Elementos normativos que caracterizan la agencia oficiosa.

“La agencia oficiosa en los procesos de tutela, al igual que el apoderamiento judicial, tiene su fundamento constitucional en el artículo 86 de la Constitución Política, y su fundamento legal en el mismo artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 que establece que se podrán agenciar derechos ajenos “cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa.”

“Para tal efecto, la Corte ha sintetizado los elementos de la agencia oficiosa de la siguiente manera: (i) la manifestación del agente oficioso en el sentido de actuar como tal; (ii) la circunstancia real, que se desprenda del escrito de tutela ya por figurar expresamente o porque del contenido se pueda inferir, consistente en que el titular del derecho fundamental no está en condiciones físicas o mentales para promover su propia defensa; (iii) la existencia de la agencia no implica una relación formal entre el agente y los agenciados titulares de los derechos; (iv) la ratificación oportuna por parte del agenciado de los hechos y de las pretensiones consignados en el escrito de acción de tutela por el agente cuando ello fuere materialmente posible.

“Configurados los elementos normativos anteriormente señalados se perfecciona la legitimación en la causa por activa y el juez de constitucionalidad estará en la obligación de pronunciarse de fondo sobre los hechos y las pretensiones relacionadas en el escrito de la acción. Si los mismos no se presentan en el caso concreto, el juez deberá según el caso, rechazar de plano la acción de tutela o en la sentencia no conceder los derechos fundamentales de los agenciados”.

Las características jurisprudenciales indicadas no convergen a favor del actor, por lo que se evidencia una clara ilegitimidad de personería y ausencia total de autenticidad del sujeto accionante, para atribuirse una agencia oficiosa, por cuanto la sola manifestación de que el titular se encuentra ausente no contiene la fuerza vinculante, como quiera que la ley regula los procedimientos a seguir en tales situaciones.
La precaria manifestación del actor en el sentido que el titular del derecho Álvaro Osorio Gómez, padece graves quebrantos de salud, corresponde a un aspecto fáctico que no acredita con prueba siquiera sumaria como lo sería su historia clínica o un certificado médico con visos de legalidad, razón para considerar que tal afirmación por sí sola no tiene la entidad suficiente para atribuirse aquella agencia oficiosa, de tal suerte que no convergen los presupuestos para invocar aquella institución jurídica.
La Colegiatura advierte que si de la protección del derecho de petición se trata, el togado debió incoar la presente acción a nombre propio y no como ‘agente oficioso’, toda vez que fue él mismo quien interpuso derecho de petición ante el I.S.S.

Recordemos que el jurista promotor de la acción pretende en esencia el pago de unas condenas laborales que debe agotarse por la vía administrativa, efecto para el cual en fecha 15 de junio de 2010 el propio Moreno Valencia formuló petición ante la Jefe del Departamento de pensiones del instituto accionado.

En este orden de ideas, podemos señalar que le asiste razón al fallador a quo, sobre los planteamientos que expuso para haber rechazado el libelo tutelar porque en efecto, no acreditó la calidad que le permite accionar en sede de tutela, es decir, la legitimación por activa como elemento de la esencia para la procedibilidad de la acción no está demostrada.
A la Colegiatura le asiste el deber de recordar, que la libertad de accionar y el derecho de acceso a la administración de justicia no son absolutos porque pese a su calidad de derecho fundamental tiene límites que deben ser respetados, y su desconocimiento no conduce más que a contribuir con la congestión judicial, llamado este que se hace de manera especial, si se tiene en cuenta que quien aquí acciona es un abogado titulado del cual se presume es amplio conocedor de la ley y de su desarrollo jurisprudencial.
DECISIÓN

Por virtud de lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

RESUELVE

Primero: Confirmar la sentencia de fecha, origen y contenido reseñados, en cuanto fue materia de alzada.

Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

Tercero: Devolver la actuación al despacho judicial de origen.

Cópiese, comuníquese y cúmplase.

LEONEL ROGELES MORENO

         JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado



    
Magistrado

MARÍA EUCARIS PARRA JARAMILLO

Secretaria

�C.C. Sentencia T- 777 de 2009. Sala Novena de Revisión. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio.
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